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CERTIORARI 

procedente del 
Tribunal de Primera 
Instancia, Sala de 

Bayamón 
 

Sobre: Infr. Art. 109 
CP (Grave); Art. 5.05, 
Ley 404 (Grave) 

 
Crim. Núm.:  

BY2015CR00570-1 
BY2015CR00570-2 
 

Panel integrado por su presidente, el Juez Piñero González, el Juez 
Rivera Colón y la Jueza Surén Fuentes. 

 
 
 

 
 

 
RESOLUCIÓN 

 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 22 de agosto de 2016. 

Comparece el señor Jorge Luis Cruz Cruz (Sr. Cruz Cruz) 

representado por la Sociedad para Asistencia Legal y solicita que 

revoquemos la Resolución emitida el 6 de julio de 2016 y notificada 

al día siguiente por el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior 

de Bayamón (TPI), en la cual dispuso que no se admitirá en 

evidencia la orden de protección ex parte emitida en contra de la 

alegada víctima presentada por la parte peticionaria.   

Conforme a la Regla 7(B)(5) del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 7(B)(5) este Tribunal tiene la 

facultad de prescindir de escritos, en cualquier caso ante su 

consideración, con el propósito de lograr su más justo y eficiente 

despacho.  En consideración a lo anterior, eximimos al recurrido 

de presentar su alegato en oposición a la expedición del auto.   
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Examinada la comparecencia de la parte peticionaria, la 

totalidad del expediente, así como el estado de derecho aplicable, 

procedemos a disponer del presente caso mediante los 

fundamentos que expondremos a continuación. 

 
-I- 

Por hechos ocurridos el 23 de marzo de 2015 en Dorado 

Puerto Rico, se presentaron dos denuncias en contra del Sr. Cruz 

Cruz por infracción al Art. 109 del Código Penal de 2012 (agresión 

grave) y al Art. 5.05 de la Ley Núm. 404-2000 conocida como la 

Ley de Armas de Puerto Rico.  El 29 de abril de 2015 se celebró la 

vista preliminar en la cual se encontró causa probable para acusar 

por los delitos imputados y posteriormente se presentaron las 

acusaciones correspondientes.  

Luego de varios trámites procesales, el 1 de junio de 2016 

comenzó la celebración del juicio en su fondo.  Durante el 

contrainterrogatorio de la alegada víctima, la defensa le inquirió 

sobre una orden de protección ex parte en su contra solicitada el 3 

de abril de 2014 por su entonces compañera sentimental.  

Oportunamente, el Ministerio Público objetó la pregunta y la 

admisibilidad del documento y el TPI declaró Ha Lugar la objeción.    

Inconforme, el 9 de junio de 2016 el peticionario presentó 

una moción de reconsideración.  Expuso que conforme a la Regla 

404(A)(2) de las Reglas de Evidencia, 32 LPRA Ap. VI, R. 404(A)(2), 

el acusado puede presentar “evidencia de un rasgo pertinente de 

carácter ofrecido por la defensa sobre el carácter de la víctima”, 

para establecer una legítima defensa.  A esos efectos, expresó que 

dicha orden de protección ex parte contenía determinaciones de 

hechos dirigidos para probar el carácter violento de la alegada 

víctima y así invocar legítima defensa.  Además, sostuvo que el 
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hecho de que la orden de protección fuera ex parte no impedía su 

admisibilidad.  

Por su parte, el 23 de junio de 2016 el Ministerio Público 

presentó su oposición a la moción de reconsideración.  Argumentó 

que la orden de protección era impertinente a los hechos que se 

imputaban en la acusación e indicó que aun si fuera pertinente, 

bajo la Regla 403 de las Reglas de Evidencia, 32 LPRA Ap. VI, R. 

403, causaría confusión al jurado provocando un fracaso de la 

justicia.  Asimismo, expresó que la defensa no había sentado las 

bases para presentar una legítima defensa. 

Luego de examinado los escritos, el 6 de julio de 2016 el 

Tribunal de Instancia emitió una Resolución y dispuso lo siguiente: 

.      .      .      .      .       .       .      . 
 

1) No Se admite en evidencia la identificación número 1 
de la defensa: orden de protección  exparte del 2014.  
Se marcó como Evidencia ofrecida y no admitida.  
 
2) No se permiten preguntas sobre testimonio de la 
orden de protección presentad[a] en vista preliminar. 
 
3)  La orden de protección exparte fue sobre hechos 
entre Lisa M. Rivera Castro y José Santana Báez.  El 
acusado, Jorge Cruz Cruz no estaba involucrado.  En 
fin, una vez celebrada la vista no se autorizó orden de 
protección.  Al día de hoy no está vigente. 
 
4) La defensa deberá traer otra prueba que no sea la 
orden de protección exparte para traer el carácter de la 
víctima y que por eso el acusado actuó en legítima 
defensa. 

 
5) El Tribunal concluye que admitir esta prueba puede 
causar más perjuicio al jurado que la evaluación de los 
hechos en este caso, regla 403 de la Ley de Evidencia.   
 
No conteste con lo anterior, el 5 de agosto de 2016 el Sr. 

Cruz Cruz compareció ante este Tribunal de Apelaciones y esbozó 

el siguiente señalamiento de error: 

Incidió en error el Honorable Tribunal de Primera 
Instancia al prohibir al abogado de la defensa presentar 
prueba del carácter violento del alegado perjudicado 
para establecer que el imputado actuó en legítima 
defensa, en violación a los derechos constitucionales y 
estatutarios del acusado bajo la Constitución de Puerto 
Rico y la de los Estados Unidos de Norteamérica.  
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-II- 

-A- 

Las determinaciones emitidas por un tribunal no serán 

alteradas en revisión apelativa, a menos que se demuestre exceso 

de discreción por parte del juzgador.  Job Connection Center v. 

Sups. Econo, 185 DPR 585, a las págs. 593-594 (2012).  Este Foro 

no interviene con el ejercicio de la discreción de los Tribunales de 

Instancia a menos que sea demostrado que hubo un claro abuso, 

se erró en la interpretación o aplicación de cualquier norma 

procesal, o nuestra intervención en esta etapa evitará un perjuicio 

sustancial.  Lluch v. España Service Sta., 117 DPR 729, a la pág. 

745 (1986).  Al juzgador es a quien se le ha delegado el deber de 

discernir y dirimir las controversias expresadas; sólo se descartará 

el criterio de éste cuando sus disposiciones se aparten de la 

realidad, en fin sus determinaciones merecen gran respeto y 

deferencia. 

Cónsono con lo anterior, el auto de certiorari es un recurso 

discrecional mediante el cual se revisa y corrige un error cometido 

por un tribunal de menor jerarquía.  García v. Padró, 165 DPR 

324, a las págs. 334-335 (2005); Negrón v. Srio. de Justicia, 154 

DPR 79, a las págs. 90-92 (2001).  Para poder ejercer sabiamente 

nuestra facultad discrecional en la consideración de los asuntos 

planteados mediante dicho recurso, la Regla 40 del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, dispone lo siguiente: 

El Tribunal tomará en consideración los siguientes 
criterios al determinar la expedición de un auto de 
certiorari o de una orden de mostrar causa: 
 

(A) Si el remedio y la disposición de la decisión 
recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 
contrarios a derecho. 
 

(B) Si la situación de hechos planteada es la más 
indicada para el análisis del problema. 
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(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error 
craso y manifiesto en la apreciación de la prueba por el 
Tribunal de Primera Instancia. 

 
(D) Si el asunto planteado exige consideración 

más detenida a la luz de los autos originales, los cuales 
deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados. 

 
(E) Si la etapa del procedimiento en que se 

presenta el caso es la más propicia para su 
consideración. 

 
(F) Si la expedición del auto o de la orden de 

mostrar causa no causan un fraccionamiento indebido 
del pleito y una dilación indeseable en la solución final 

del litigio. 
 
(G) Si la expedición del auto o de la orden de 

mostrar causa evita un fracaso de la justicia. 
 

Se ha reiterado como principio jurisprudencial que toda 

determinación judicial goza de una presunción legal de corrección.  

Pueblo v. Marcano Parrilla, 152 DPR 557, a la pág. 570 (2000); 

Torres Rosario v. Alcaide, 133 DPR 707, a la pág. 721 (1993); 

Pueblo v. Rodríguez Aponte, 116 DPR 653, a la pág. 664 (1985).  

 
-B- 

 
La Regla 404(A) de las Reglas de Evidencia, 32 LPRA Ap. VI, 

R. 404(A) dispone:  

(A) Evidencia del carácter de una persona o de un 
rasgo de su carácter, no es admisible cuando se 
ofrece para probar que en una ocasión específica la 
persona actuó de conformidad con tal carácter, 
excepto cuando se trate de:  
 

(1) Evidencia de un rasgo pertinente de carácter 
ofrecido por la defensa, sobre el carácter de la 
persona acusada.  
 
(2) Evidencia de un rasgo pertinente de carácter 
ofrecido por la defensa, sobre el carácter de la 
víctima, sujeto a lo dispuesto en la Regla 412 de 
este apéndice.  
 
(3) Evidencia ofrecida por el Ministerio Público, 
sobre el mismo rasgo pertinente de carácter de la 
persona acusada, para refutar la prueba de 
carácter presentada por la defensa bajo la 
cláusula (1) o la cláusula (2) de este inciso.  
 
(4) Evidencia de un rasgo pertinente de carácter 
ofrecido por el Ministerio Público, sobre el carácter 
de la víctima, para refutar la prueba de carácter 
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presentada por la defensa bajo la cláusula (2) de 
este inciso.  
 
(5) Evidencia de un rasgo pertinente de carácter 
ofrecido por el Ministerio Público, en casos de 
asesinato u homicidio, sobre el carácter tranquilo o 
pacífico de la víctima, para refutar prueba de 
defensa de que la víctima fue quien agredió 
primero.  

 

Así, la Regla 404 de las Reglas de Evidencia, supra, establece 

que la prueba de carácter de una persona o de un rasgo de su 

persona no es admisible cuando se ofrece para probar que en una 

ocasión específica la persona actuó de conformidad con tal 

carácter, excepto bajo las circunstancias particulares que dispone 

la propia regla.  Pueblo v. Bonilla Peña, 183 DPR 335 (2011); Pueblo 

v. Martínez Solís, 128 DPR 135 (1991); Pueblo v. Romero Rodríguez, 

112 DPR 437 (1982). 

Específicamente la anterior Regla 20(A)(3) y ahora Regla 

404(a)(2) de las Reglas de Evidencia, supra, permite presentar 

prueba del carácter violento de la víctima para demostrar que el 

día de los hechos actuó de conformidad con tal carácter.  "Por eso, 

en causa de delitos tales como asesinato, homicidio, mutilación-o 

cualquier delito de agresión-la defensa puede presentar evidencia 

del carácter agresivo o violento de la víctima-para establecer, por 

ejemplo, una legítima defensa-aunque el ministerio público no 

haya presentado prueba de que el acusado fue el primer agresor o 

quien empezó la riña."  Pueblo v. Martínez Solís, supra, a la pág. 

152.  

El profesor y tratadista Ernesto Chiesa, analizó los incisos 

(A) (2) y (3) de la Regla 404 de las Reglas de Evidencia, supra, e 

indicó que:   

Si la defensa presenta evidencia de carácter de la 
víctima al amparo de la Regla 404 (A) (2), le abre 
dos puertas al ministerio fiscal.  En primer lugar, 
como se dispone en la Regla 404 (A) (4), el fiscal 
puede entonces presentar testimonio de reputación 
u opinión del carácter de la víctima, muy opuesto 
al rasgo de carácter presentado por la defensa.  
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Así, si el acusado presentó a la víctima como 
persona agresiva y violenta, los testigos de fiscalía 
darán testimonio de opinión o reputación de que la 
víctima era persona tranquila y pacífica.  Pero lo 
más importante es que, al presentar evidencia del 
carácter de la víctima, el acusado abre la puerta 
para presentar evidencia de carácter del acusado, 
lo que constituye una novedad.  La Regla 20 (A) de 
1979 no lo permitía, pero se ha optado ahora por 
seguir lo dispuesto en la regla federal 404 (a) (1), 
que si lo permite.  Así, pues, la Regla 401 [sic] (A) 
(3) le permite al ministerio fiscal presentar 
evidencia de carácter del acusado no sólo para 
refutar la evidencia de carácter del acusado 
presentada por la defensa al amparo de la Regla 

404 (A) (1), sino también cuando la defensa ha 
presentado evidencia de carácter de la víctima, 
aunque no haya presentado evidencia de carácter 
del acusado.  Esto se justifica por lo siguiente. Se 
requiere que el juzgador adjudique la controversia 
(de ordinario, si el acusado actuó o no en legítima 
defensa) en base a la evidencia sobre los hechos y 
no en base al carácter de los protagonistas, 
acusado y víctima.  Pero si la defensa presenta 
evidencia de que la víctima era persona agresiva y 
violenta para fortalecer su teoría de legítima 
defensa, es razonable que el fiscal pueda 
presentar evidencia de que el acusado es persona 
agresiva y violenta. […]   
 

. . . . . . . . 
 
Nótese que en todos los casos, el fiscal sólo puede 
presentar evidencia de carácter, del acusado o de 
la víctima en su turno de refutación.  Es con la 
prueba de defensa que se abre la puerta, bien al 
presentar evidencia de carácter del acusado o de 
la víctima, o evidencia de que la víctima fue el 
primer agresor.  

 
E.L. Chiesa, Reglas de Evidencia de Puerto Rico 
2009, Publicaciones JTS, 2009, págs. 127-128.  

 

De otra parte, la Regla 403 de las Reglas de Evidencia, 32 

LPRA Ap. VI, R. 403, dispone como sigue:  

Regla 403. Evidencia pertinente excluida por 
fundamentos de perjuicio, confusión o pérdida de 
tiempo.  
 
Evidencia pertinente puede ser excluida cuando su 
valor probatorio queda sustancialmente superado por 
cualesquiera de estos factores: 
(a) Riesgo de causar perjuicio indebido. 
(b) Riesgo de causar confusión. 
(c) Riesgo de causar desorientación del jurado. 
(d) Dilación indebida de los procedimientos. 
(e) Innecesaria presentación de prueba acumulativa. 
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Esta regla establece un principio o norma de exclusión 

discrecional, potestativa y no mandatoria, mediante la cual podría 

excluirse evidencia pertinente, luego de sopesar el valor probatorio 

de la misma, frente a los factores de exclusión que se reseñan en el 

propio precepto.  Pueblo v. Rivera Nazario, 141 DPR 865, a la pág. 

893 (1996). 

En lo pertinente al caso de autos, el criterio de perjuicio 

indebido puede abarcar la probabilidad de que un tipo de evidencia 

reciba un mayor peso por el jurado del que objetivamente tiene.  

En cuanto al factor de la confusión, éste generalmente está atado 

al de la desorientación del jurado y se refiere, usualmente, a 

evidencia compleja o complicada cuyo valor probatorio no 

compensa la confusión que pudiera causar.  E. L. Chiesa, op. cit., a 

las págs. 116-119.  

El profesor Ernesto Chiesa explica que: 

[…] [l]o que permite la Regla 403 es que el tribunal 
considere el grado de valor probatorio de la evidencia 
ofrecida y lo sopese frente a los cinco elementos 
negativos a los que se alude en la regla.  Para excluir la 
evidencia pertinente a pesar de no haber regla de 
exclusión aplicable, el tribunal debe estimar que el valor 
probatorio de la evidencia queda sustancialmente 
superado por la presencia de cualesquiera de los 
elementos a los que se alude en la regla.  No es 
suficiente con que pese más el elemento negativo que el 
valor probatorio; se requiere que pese sustancialmente 
más.  Esto obedece a que se quiere proteger el principio 
fundamental establecido en la Regla 402: admitir toda 

evidencia pertinente en ausencia de regla de exclusión 
aplicable. 

  
E. L. Chiesa, op. cit., a la pág. 116.  

 

 
-III- 

Luego de analizar la totalidad del expediente sometido y a la 

luz de la normativa previamente citada, concluimos que la parte 

peticionaria no ha rebatido la presunción de corrección que posee 

la disposición judicial recurrida; además, no está manifestado 
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criterio alguno de los establecidos en la Regla 40 del Reglamento 

del Tribunal de Apelaciones, supra. 

El Foro primario tras evaluar los argumentos de las partes, 

resolvió no admitir en evidencia la orden de protección ex parte en 

contra del testigo de cargo y alegada víctima, que fuera solicitada el 

3 de abril de 2014 por su entonces compañera sentimental.  

Fundamentó su dictamen en que dicha prueba pudiera causar 

más perjuicio al jurado que la evaluación de los hechos del 

presente caso, a tenor con la Regla 403 de las Reglas de Evidencia, 

supra.  Asimismo, dispuso que la defensa deberá presentar otra 

prueba que no sea la orden de protección ex parte como prueba de 

carácter para establecer que el peticionario actuó en legítima 

defensa.   

Tras evaluar la Resolución dictada por el Foro primario, no 

encontramos exceso de discreción ni arbitrariedad en su 

determinación de declarar inadmisible la orden de protección ex 

parte, mucho menos que dicho dictamen viole el debido proceso de 

ley que le cobija a la parte peticionaria.  Se trata de una orden de 

protección emitida en contra de la alegada víctima hace más de dos 

años y la cual fue expedida sin éste estar disponible para exponer 

su versión de los hechos.  Por tal razón, la misma no goza de 

suficientes garantías de confiabilidad y ciertamente pudiera causar 

perjuicio indebido al jurado, ya que podría recibir un mayor peso 

por el jurado del que realmente tiene. 

El Sr. Cruz Cruz no ha rebatido la presunción de corrección 

de la determinación recurrida.  No está invocado en el auto de 

certiorari promovido criterio alguno de los establecidos en la Regla 

40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, supra.  Además, no 

surge de la petición presentada que el TPI haya actuado contrario 

a derecho o en violación al debido proceso de ley; nos corresponde 

abstenernos de intervenir con el dictamen del Foro recurrido el 
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cual dispone adecuadamente de los asuntos.  Procede la 

denegatoria de la petición ante nuestra consideración. 

 
-IV- 

Por los fundamentos antes expuestos, denegamos la 

expedición del auto de certiorari presentado por el señor Jorge Luis 

Cruz Cruz.  Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 

supra. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

El Juez Piñero González disiente con opinión escrita. 

 
 

 
 
                                                  Lcda.  Dimarie Alicea Lozada 

                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
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ESTADO LIBRE ASOCIADO DE PUERTO RICO 
TRIBUNAL DE APELACIONES 

REGIÓN JUDICIAL DE BAYAMON-AIBONITO 
PANEL VI 

 
 

EL PUEBLO DE 
PUERTO RICO 

 
Recurrido 

 
 

v. 
 

 
JORGE LUIS CRUZ 

CRUZ  
 

Peticionario 
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CERTIORARI  
procedente del 

Tribunal de Primera 

Instancia, Sala de 
Bayamón 
 
Criminal Núm.: 
BY2015CR00570-1 
BY2015CR00570-2 

 
Sobre:  
 
Inf. Art. 109 cp 
(Grave); Art. 5.05, 
Ley 404 (Grave)  

 
Panel integrado por su presidente, el Juez Piñero 
González, el Juez Rivera Colón y la Juez Surén Fuentes.   
 
 

VOTO DISIDENTE DEL JUEZ PIÑERO GONZÁLEZ 
 

En San Juan, Puerto Rico a 22 de agosto de 2016. 

 Disiento de la decisión a la cual ha llegado una 

Mayoría del Panel en el caso de título al determinar que 

en la Resolución que aquí se impugna, “no encontramos 

exceso de discreción ni arbitrariedad en su 

determinación de declarar inadmisible (en evidencia) la 

Orden de Protección Ex Parte, mucho menos que dicho 

dictamen viole el debido proceso de ley que le cobija a la 

parte peticionaria”. También disiento de la óptica judicial 

utilizada por la Mayoría al edificar su razonamiento sobre 

el principio, a mi entender erróneo, de que la Resolución 

recurrida –que se refiere a una cuestión de Derecho- es 
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menester abordarla otorgándole al TPI una “presunción 

de corrección”.  

I. 

 Surge del expediente que el 5 de agosto de 2016 el 

señor Jorge Luis Cruz Cruz (señor Cruz Cruz),  

representado por la Sociedad de Asistencia Legal, 

presenta la Petición de Certiorari de título. Impugna la 

Resolución emitida por el TPI, emitida el 6 de julio de 

2016, notificada el 7 de julio del corriente, que “ en medio 

del contrainterrogatorio del alegado perjudicado y testigo 

de cargo durante el juicio por jurado, acogió la objeción 

del Ministerio Público para impedir que la Defensa 

utilizara una Orden de Protección válidamente expedida 

por una Tribunal contra dicho testigo, a fin de establecer 

el carácter violento del testigo y el estado mental del 

imputado para probar la legítima defensa, conforme le 

permiten las Regla 404(A) y (B), 405(B), 805 (F) y (H) y 

la 902 de Evidencia de Puerto Rico y lo establecido por 

el Tribunal Supremo de Puerto Rico en Pueblo v. Martínez 

Solis, 128 DPR 135 (1991).”  (Énfasis en el original).  

Véase página 3 del Recurso.  

 Manifiesta además la parte peticionaria que la 

Resolución recurrida “violenta el derecho constitucional 

del (peticionario) al debido proceso de ley, a la presunción 

de inocencia, a presentar prueba en su favor, confrontar 
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la prueba en su contra, a una efectiva representación 

legal y a un juicio justo ante un Jurado imparcial.”  

II. 

-A- 

Como es sabido, el auto de certiorari es el vehículo 

procesal que permite a un tribunal de mayor jerarquía 

revisar las determinaciones de un tribunal de menor 

jerarquía. IG Builders v. BBVAPR, 185 DPR 307, 337-338 

(2012). Su propósito es revisar errores de Derecho en lo 

procesal y lo sustantivo. El certiorari es un recurso de 

carácter discrecional que debe ser utilizado con cautela y 

por razones de peso. Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 

175 DPR 83, 86 (2008); Pérez v. Tribunal de Distrito, 69 

DPR 4, 18 (1948). De ahí que solo proceda cuando no 

existe un recurso de apelación o cualquier otro recurso 

ordinario que proteja eficaz y rápidamente los derechos 

del peticionario, o en aquellos casos en que la ley no 

provee un remedio adecuado para enmendar el error 

señalado. Pueblo v. Díaz De León, 176 DPR 913, 917-918 

(2009); Negrón v. Srio. de Justicia, 154 DPR 79, 91, 

(2001). 

Como ocurre en todas las instancias en que se 

confiere discreción judicial, esta no se da en el vacío ni 

en ausencia de parámetros que la guíen y delimiten. El 

concepto de discreción ha sido definido como “el poder 

para decidir en una u otra forma, esto es, para escoger 
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entre uno o varios cursos de acción”. García v. Padró, 165 

DPR 324, 334 (2005). El ejercicio adecuado de la 

discreción judicial está inexorable e indefectiblemente 

atado al concepto de la razonabilidad. Pueblo v. 

Hernandez Villanueva, 179 DPR 872, 890 (2010). La 

discreción no debe hacer abstracción del resto del 

derecho. Es decir, discreción es una forma de 

razonabilidad aplicada al discernimiento judicial para 

llegar a una condición justiciera. García v. Padró, supra, 

págs. 334-335; Pueblo v. Rivera Santiago, 176 DPR 559, 

580 (2009); Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, supra, 

pág. 98. La decisión tomada debe sostenerse en el estado 

de derecho aplicable a la cuestión planteada.  

Todo recurso de certiorari presentado ante este 

Tribunal intermedio debe ser examinado a la luz de los 

criterios enumerados en la Regla 40 del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40. En 

ella se detallan los criterios que debemos tomar en 

cuenta al ejercer tal facultad discrecional; ya que, 

distinto al recurso de apelación, este Tribunal posee 

discreción para expedir o no el auto el certiorari. IG 

Builders v. BBVAPR, supra, pág. 338. 

La Regla 40 establece los siguientes criterios a 
considerar en este análisis: 

 

(A) Si el remedio y la disposición de la decisión 
recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 

contrarios a derecho. 
 
(B) Si la situación de hechos planteada es la más 

indicada para el análisis del problema. 
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(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el 

Tribunal de Primera Instancia. 
 

(D) Si el asunto planteado exige consideración más 
detenida a la luz de los autos originales, los cuales 
deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados. 

 
(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 
caso es la más propicia para su consideración. 

(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa no causan un fraccionamiento indebido del 

pleito y una dilación indeseable en la solución final del 
litigio. 
 

(G) Si la expedición del auto o de la orden de 
mostrar causa evita un fracaso de la justicia.  

 
4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40. (Énfasis nuestro) 
 
Los criterios antes transcritos nos sirven de guía 

para poder determinar, de manera sabia y prudente, si 

procede nuestra intervención en el caso. Torres Martínez 

v. Torres Ghigliotty, supra, pág. 97. 

-B- 

La Regla 404 de Evidencia, 32 LPRA Ap. IV, R. 404, 

establece como Regla general que la evidencia del 

carácter de una persona o de un rasgo de su carácter, no 

es admisible cuando se ofrece para probar que en una 

ocasión específica la persona actuó de conformidad con 

tal carácter, salvo las circunstancias específicas que la 

propia Regla reconoce. Ello debido al escaso valor 

probatorio en contraposición con el probable efecto 

perjudicial que pudiera tener.  

Las mencionadas excepciones reconocidas por la 

Regla son: (1) Evidencia de un rasgo pertinente de 

carácter ofrecido por la defensa, sobre el carácter de la 

persona acusada. (2) Evidencia de un rasgo pertinente de 
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carácter ofrecido por la defensa, sobre el carácter de la 

víctima, sujeto a lo dispuesto en la Regla 412. (3) 

Evidencia ofrecida por el Ministerio Público, sobre el 

mismo rasgo pertinente de carácter de la persona 

acusada, para refutar la prueba de carácter presentada 

por la defensa bajo la Cláusula (1) o la Cláusula (2) de 

este inciso. (4) Evidencia de un rasgo pertinente de 

carácter ofrecido por el Ministerio Público, sobre el 

carácter de la víctima, para refutar la prueba de carácter 

presentada por la defensa bajo la cláusula (2) de este 

inciso. (5) Evidencia de un rasgo pertinente de carácter 

ofrecido por el Ministerio Público, en casos de asesinato 

u homicidio, sobre el carácter tranquilo o pacífico de la 

víctima, para refutar prueba de defensa de que la víctima 

fue quien agredió primero. Véase: Pueblo v. Bonilla Peña, 

183 DPR 335 (2011); Pueblo v. Martínez Solís, 128 DPR 

135 (1991). 

Así también, recordemos que dicha evidencia es 

admisible, si la misma es pertinente para otros 

propósitos, tales como prueba de motivo, oportunidad, 

intención, preparación, plan, conocimiento, identidad, 

ausencia de error o accidente o para establecer o refutar 

una defensa. 32 LPRA Ap. IV, R. 404 (B). 

La Regla 404 de Evidencia, 32 LPRA Ap. IV, dispone 

expresamente lo siguiente: 
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REGLA 404. EVIDENCIA DE CARÁCTER NO ES 
ADMISIBLE PARA PROBAR CONDUCTA; 

EXCEPCIONES; EVIDENCIA SOBRE LA COMISIÓN DE 
OTROS DELITOS 

 
(A) Evidencia del carácter de una persona o de un 
rasgo de su carácter, no es admisible cuando se ofrece 

para probar que en una ocasión específica la persona 
actuó de conformidad con tal carácter, excepto cuando 
se trate de:  

 
(1) Evidencia de un rasgo pertinente de carácter 

ofrecido por la defensa, sobre el carácter de la 
persona acusada.  
(2) Evidencia de un rasgo pertinente de carácter 

ofrecido por la defensa, sobre el carácter de la 
víctima, sujeto a lo dispuesto en la Regla 412.  

(3) Evidencia ofrecida por el Ministerio Público, 
sobre el mismo rasgo pertinente de carácter de la 
persona acusada, para refutar la prueba de 

carácter presentada por la defensa bajo la 
Cláusula (1) o la Cláusula (2) de este inciso.  
(4) Evidencia de un rasgo pertinente de carácter 

ofrecido por el Ministerio Público, sobre el 
carácter de la víctima, para refutar la prueba de 

carácter presentada por la defensa bajo la 
cláusula (2) de este inciso.  
(5) Evidencia de un rasgo pertinente de carácter 

ofrecido por el Ministerio Público, en casos de 
asesinato u homicidio, sobre el carácter tranquilo 
o pacífico de la víctima, para refutar prueba de 

defensa de que la víctima fue quien agredió 
primero.  

 
(B) Evidencia de conducta específica, incluyendo 
la comisión de otros delitos, daño civil u otros 

actos, no es admisible para probar la propensión a 
incurrir en ese tipo de conducta y con el propósito 

de inferir que se actuó de conformidad con tal 
propensión. Sin embargo, evidencia de tal conducta 
es admisible si es pertinente para otros propósitos, 

tales como prueba de motivo, oportunidad, 
intención, preparación, plan, conocimiento, 
identidad, ausencia de error o accidente o para 

establecer o refutar una defensa.  
 

(…) 
 
(C) La admisibilidad de evidencia ofrecida para 

sostener o impugnar la credibilidad de una persona 
testigo se regula según lo codificado en las Reglas 608 

ó 609. (Énfasis suplido) 
 

Ello significa –recalco- que nuestro ordenamiento 

procesal penal permite la presentación de prueba de 

carácter en tres circunstancias; cuando el carácter es un 

elemento esencial de una acusación, reclamación o 
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defensa, para impugnar o sostener la credibilidad de un 

testigo y para que se infiera que en determinada ocasión 

una persona actuó de conformidad con dicho carácter. 

E.L. Chiesa, Práctica Procesal Puertorriqueña, Evidencia, 

1993, Vol. I, Cap. IV, págs. 68-69.  

No obstante, la Regla 404 de Evidencia, supra, 

establece que la evidencia de carácter de una persona o 

de un rasgo de su persona no es admisible cuando se 

ofrece para probar que en una ocasión específica la 

persona actuó de conformidad con tal carácter, excepto 

bajo unas circunstancias específicas –reseñadas 

anteriormente- que establece la propia Regla. Pueblo v. 

Bonilla Peña, 183 DPR 335 (2011); Pueblo v. Martínez 

Solís, 128 DPR 135 (1991); Pueblo v. Romero Rodríguez, 

112 DPR 437 (1982). No puede presentarse prueba de 

carácter para probar conducta de forma circunstancial. 

Pueblo v. Martínez Solís, supra, pág. 150. Sin embargo, 

dicha prohibición es inaplicable si la evidencia se ofrece a 

otros fines, tales como probar la intención, motivo, 

oportunidad, etc. Íd. 

Es de notar que los tribunales han permitido 

prueba de carácter mediante el uso de actos 

específicos cuando el acusado ha alegado legítima 

defensa y demostrado que tenía conocimiento previo del 

carácter de la víctima. El acusado en estos casos trata de 

justificar la razonabilidad de su conducta, no frente al 
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hecho objetivo de que la víctima había sido primer 

agresor; sino en conformidad con el estado mental del 

acusado al momento de los hechos. Se pretende probar 

miedo o aprehensión ante la creencia real o aparente 

de que él u otra persona se hallaban en peligro de 

sufrir grave daño corporal. Pueblo v. Martínez Solís, 

supra, pág. 156. (Énfasis suplido) 

La alegación de legítima defensa hay que evaluarla a 

la luz de dos (2) vertientes diferentes. En la primera se 

alega que la víctima fue el primer agresor y, en ausencia 

de medios directos con que demostrarlo, se recurre al uso 

de prueba de carácter. Frente a dicha evidencia, el 

juzgador puede hacer la inferencia de que resulta más 

probable que, conforme al carácter de la víctima, ésta 

haya sido el primer agresor. El conocimiento previo sobre 

el carácter violento de la víctima no es requisito. En la 

segunda, por el contrario, se busca justificar la conducta 

del acusado a la luz del estado mental, 

independientemente de que la víctima en efecto haya sido 

el primer agresor. En esta situación, el conocimiento 

previo por parte del acusado del carácter violento de la 

víctima resulta medular para poder justificar, bajo esta 

vertiente, la alegación de legítima defensa. En este caso, 

los tribunales permiten el uso de actos específicos. El 

propósito, sin embargo, no es probar el carácter de la 

víctima, sino el conocimiento previo que el acusado 
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tenía de ésta y, por ende, la razonabilidad de su 

conducta conforme al temor que pudo sentir ante la 

confrontación con la víctima. Pueblo v. Martínez Solís, 

supra, págs. 156-157. (Énfasis suplido) 

Un acusado que alegue legítima defensa conforme a 

que la víctima fue el primer agresor, puede traer actos 

específicos de la víctima, cuando de igual manera su 

propósito no es probar carácter sino aportar prueba en 

apoyo de su versión de los hechos Pueblo v. Martínez 

Solís, supra, a la pág.157. 

III. 

-A- 

Al confrontar la normativa jurídica antes enunciada 

y examinar el razonamiento que ha expuesto la Mayoría 

del Panel en la Resolución que deniega la expedición del 

auto de certiorari, mi conciencia judicial me impide avalar 

tal dictamen.  Señalar “a priori” –como ha hecho aquí la 

Mayoría- que por ser “la orden de protección ex parte… la 

misma no goza de suficientes garantías de confiabilidad y 

(que) ciertamente pudiera causar perjuicio indebido al 

jurado, ya que podría recibir un mayor peso por el jurado 

del que realmente tiene”, constituye un acto de 

especulación mayor que, a mi juicio, menoscaba 

indebidamente la función deliberativa y adjudicativa del 

propio Jurado.  Sabido es que el Jurado tiene la enorme 

responsabilidad de aquilatar la prueba, dirimir 
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credibilidad y así otorgar o no valor probatorio a la 

prueba desfilada y admitida en evidencia.  En 

consecuencia, sostengo que la determinación sobre la 

otorgación o no de valor probatorio a la referida Orden Ex 

Parte que ha presentado la Defensa, para intentar 

cuestionar el carácter del alegado perjudicado, –es una 

responsabilidad inescapable e insustituíble de los 

integrantes del Jurado que no puede ser abolida 

mediante el escueto y débil argumento de que el Jurado 

“podría (otorgarle) un mayor peso… del que realmente 

tiene.” 

En definitiva es mi criterio que la Resolución 

recurrida es totalmente errada en Derecho.  Ello es así, 

pues mediante dicha Resolución se instrumenta un 

menoscabo impermisible a las garantías constitucionales 

sustantivas y procesales que protegen al aquí 

peticionario, así como a gozar del derecho a la 

presunción de inocencia, a un juicio justo e imparcial y a 

presentar la prueba que estime necesaria en conformidad 

con nuestro ordenamiento jurídico, y a confrontar a los 

testigos de cargo.  

-B- 

De otro lado, considero que es igualmente incorrecta 

la óptica jurídica que ha utilizado la Mayoría para 

abordar y adjudicar el señalamiento de error que expone 

el señor Cruz Cruz en este Recurso.  A mi entender la 
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Mayoría incurre en error cuando se enfrenta a la 

Resolución recurrida utilizando el criterio de que el 

dictamen del TPI está protegido por una “presunción de 

corrección” y que “la parte peticionaria no ha 

rebatido(dicha) presunción de corrección.”1 De hecho, la 

Resolución de la Mayoría, la cual deniega la Petición de 

Certiorari de título, articula la contradicción de denegar 

la expedición del auto, a la vez que afirma la existencia 

de una supuesta “presunción de corrección,” que en su 

efecto neto constituye un examen en los méritos de la 

Resolución recurrida, lo cual no es germano con la 

denegación del auto. 

Independiente de lo anterior, soy del criterio que la 

postura de la Mayoría además desnaturaliza el propósito 

del Legislador al crear este Tribunal de Apelaciones, 

conforme a los principios y objetivos expuestos en la Ley 

de la Judicatura de 2003, 4 LPRA 24, et seq.  En 

cumplimiento de dichos propósitos y objetivos pautados 

por el Legislador es que la propia Regla 40 de nuestro 

Reglamento en su apartado (A) establece la obligación de 

todo Panel de examinar las peticiones de certiorari bajo el 

crisol de “si el remedio y la disposición de la decisión 

recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 

contrarios a derecho. (Énfasis Suplido).  Obsérvese que 

la mencionada disposición reglamentaria en ningún lugar 

                                                 
1 Véase Parte III, pág. 8 de la Resolución emitida por la Mayoría. 

 



 
 

 
KLCE201601476    

 

23 

establece que nuestro examen se realizará otorgándole a 

la determinación recurrida una “presunción de 

corrección”. 

IV. 

Por los fundamentos anteriormente expuestos, 

repito, Disiento del curso decisorio al cual ha llegado la 

Mayoría del Panel. En su lugar hubiera expedido el 

auto de certiorari peticionado por el señor Jorge Luis 

Cruz Cruz y REVOCADO la Resolución recurrida, 

aceptando en evidencia la Orden de Protección Ex parte 

que fue emitida por un Tribunal con competencia y 

jurisdicción. Dicho proceder permitiría que sea el propio 

Jurado el organismo que determine el valor probatorio, si 

alguno, de la Orden Ex Parte de referencia. 

 

 

Luis Roberto Piñero González  
Juez de Apelaciones  

 


